Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 13 y 09 minutos) 


La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial da la bienvenida a los representantes de 
la Organización de Jubilados y Pensionistas del Uruguay, quienes habían solicitado audiencia para 
hacer un planteo con respecto a distintos temas, preocupaciones e inquietudes que ese sector tan 
numeroso de la población tiene sobre la materia vinculada con la vivienda. 


Con mucho gusto dejamos en uso de la palabra al señor Presidente de la Organización, 
señor Angel Muñoz. 


SEÑOR MUÑOZ.- En primer lugar, queremos agradecer a los señores Senadores por recibirnos y 
permitirnos exponer personalmente la inquietud que el tema de la vivienda genera en los jubilados y 
pensionistas. Sin duda, se trata de un problema urgente, puesto que quienes la están esperando no 
disponen de mucho tiempo para que les sea adjudicada. 


Sabemos que el proyecto de ley aprobado está en esta Comisión desde hace un tiempo y, por 
esa razón, aprovechamos la oportunidad para que el Secretario de la Comisión de Vivienda de nuestra 
Organización exponga los argumentos por los cuales queremos manifestar nuestra preocupación en 
este ámbito parlamentario. 


SEÑOR VILAR.- En el mismo sentido en que se ha expresado nuestro Presidente, agradecemos a los 
señores Senadores por habernos recibido. 


Ya ha transcurrido un tiempo bastante prolongado a partir del momento en que ingresó el 
proyecto de ley acordado en el Consejo de Ministros el 14 de mayo de 2007. Precisamente, para 
nosotros este lapso ha sido muy importante, ya que la franja etaria que nos comprende tiene una 
necesidad en materia de vivienda que, lamentablemente, en ningún momento ha sido reconocida. El 
Fondo para la vivienda se creó con el dinero de los jubilados y pensionistas, por lo cual consideramos 
que se trata de un derecho fundamental. Por esa razón, estamos aquí para reclamar que la Comisión 
tome cartas en el asunto -como se dice- y que la iniciativa sea aprobada. 


Este proyecto lleva la firma del señor Presidente de la República y de todos los Ministros, 
incluso del ex Ministro Arana, quien por circunstancias especiales hoy no se encuentra aquí presente. 


En la actualidad existe una importante lista de espera en la que figuran, según un censo 
realizado hace algunos años, más de ocho mil jubilados que están aguardando por su vivienda; 
muchos de ellos viven, pero una cantidad importante ya no está. Sin duda, respecto al tema vivienda 
existe una importante expectativa, ya que estamos hablando de jubilados que tienen que ganar menos 
de doce Unidades Reajustables, lo que representa una cifra muy insignificante. Sin duda, se trata de un 
conjunto de jubilados y pensionistas que viven una situación límite: sin techo y sin ninguna protección. 


En función de lo expuesto es que queremos señalar en esta Comisión nuestra inquietud 
cierta -no pasajera- respecto al tema, porque, de pronto, hoy tienen derecho esos ocho mil jubilados, 
pero mañana esa cifra ya varió. Creo que los señores Senadores entienden lo que quiero decir. 


La vivienda constituye un problema que no tiene fin, que han tratado desde hace tiempo 
innumerables leyes, sin que se haya arribado a ninguna solución. En este sentido, debo citar, entre 
otros, el Decreto-Ley N* 15.294, del año 1982; la Ley N* 15.851, de 24 de diciembre de 1986; el 
artículo 7 de la Ley N* 15.900, de 21 de octubre de 1987, y la Ley N* 16.464, de 12 de enero de 1994. 
Como se verá, ha transcurrido un sinnúmero de leyes y los jubilados seguimos sin solucionar el 
problema del techo propio y, lo que es peor, sin techo pago. ¡Esas viviendas están más que pagas! Se 
habla de cifras, y pregunto: ¿cuáles se manejaron? Algunos mencionaron que, a marzo de 2005, se 
habían recaudado US$ 420:000.000, otros hablaban de US$ 470:000.000 y, otros, de una cantidad 


menor; lo cierto es que, concretamente, no conocemos las cifras. De todos modos, lo importante es 
que aquí no se trata de cifras sino de viviendas, que es lo que precisan aquellos jubilados que están en 
una situación paupérrima, viviendo con menos de doce Unidades Reajustables. 


Esta es, básicamente, la inquietud de la ONAJPU, que siente que está siendo apoyada por 
todos los jubilados y pensionistas, que no sólo son aquellos que se ubican por debajo de las doce 
Unidades Reajustables de ingreso, sino que estamos hablando de más de 650.000 personas. Es 
mucha, pues, la gente que está pendiente de esta situación. 


Es en virtud de todo lo expuesto que venimos a plantear a la Comisión las siguientes 
interrogantes: ¿qué se hizo con el dinero aportado por cada jubilado? ¿Hasta cuándo el Ministerio va a 
mantener ese secreto? Se construyeron 5.600 viviendas, de las cuales solo un 50% están ocupadas 
por jubilados, mientras que en el resto viven intrusos, es decir, gente que no corresponde que las 
habite. De pronto, en algunas hay madres con niños o enfermos, pero la cuestión es que no les 
corresponde vivir allí. ¿Basándose en qué argumento legal se le niega la información a los dueños de 
ese dinero? Repito: ¿por qué se nos niega esa información? Nosotros la queremos conocer. ¿Qué hay 
detrás de todo esto? ¿Por qué tenemos que recurrir a los señores Senadores para lograr que nos la 
den a conocer? Hemos perdido todos los controles. 


El tema daría para hablar un montón de días pero, en concreto, queremos que se nos 
proporcione la información. Dado que todo esto es lo que nosotros pasamos al Banco de Previsión 
Social, queremos que sea él el que lo administre. Las viviendas no las administra el Banco de Previsión 
Social, sino el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, que tiene su propio 
ordenamiento. Los jubilados nos vienen a reclamar a nosotros cuando, en realidad, tendrían que 
hacerlo en el Ministerio. Por ejemplo, nos han planteado que la vivienda está inundada, que se llueve, 
o que los caminos de acceso están intransitables; no estamos hablando solo de Montevideo, sino 
también de todo el interior. 


Ahora estamos esperando que se realice una licitación de 700 viviendas para Montevideo y 
las capitales del interior, pero eso lleva un tiempo y nosotros no podemos esperar, porque esos ocho 
mil jubilados de los que hablábamos al principio, ¿cuántos serán en dos años? 


Lo fundamental de todo esto tiene que ver con la administración, que debe ser nuestra: de la 
ONAJPU y del Banco de Previsión Social. Nosotros integramos una organización madre de jubilados 
del país que representa a más de 150 organizaciones y somos los que damos la cara ante todos los 
pedidos que existen. Por eso queremos tener nosotros la administración. En esto juegan los nervios, el 
tiempo y también la edad de cada uno de nosotros. Por eso, puede ser que a veces me olvide de cosas 
importantísimas que tienen que ver con el tema. Como decía, la administración es algo clave y la 
debemos tener nosotros, porque el dinero es nuestro y esto lo debemos machacar. 


Tenemos programada una salida importante a la calle, con una buena cantidad de jubilados, 
que será demostrativa de nuestro sentir. Inclusive, ya hemos realizado alguna reunión importante en 
distintos departamentos -una de ellas, en un club situado frente a la Cárcel de Mujeres- y vamos a 
seguir luchando por este tema porque es fundamental y hay que reivindicarlo. 


Como uno se olvida de algunas cosas, me gustaría que el compañero Luengo agregara algo 
más. 


SEÑOR LUENGO.- El compañero decía que nosotros tenemos interés en la administración pero, en 
realidad, tenemos interés en que la administración vuelva al Banco de Previsión Social -como ya ha 
ocurrido- y que se cuente con la colaboración lógica de la ONAJPU y de todas las instituciones 
adheridas a nuestra organización. 


Por cierto, en los hechos existen viviendas ocupadas en forma irregular, algunas por intrusos, 
otras que exceden la cantidad reglamentaria de personas y otras en las que los familiares han 
internado al adjudicatario y se han quedado con la vivienda. De aceptarse nuestra propuesta, las 
organizaciones podrían alertar rápidamente al Banco de Previsión Social sobre estas situaciones. 


Antes, el problema de los intrusos radicaba en que las viviendas eran ocupadas de noche, de modo 
que cuando llegaba la comunicación al Banco -por ejemplo, en alguna localidad del interior- más la 
demora en el sector de Prestaciones Sociales para iniciar las acciones, ya era tarde y la gente quedaba 
dentro de la vivienda. 


Como dijimos al principio, lo que pretendemos es que la administración vuelva al Banco de 
Previsión Social y, en tal sentido, queremos saber cuál es la posición de los señores Senadores. 


Muchas gracias. 


SEÑOR STARI.- En principio, quiero aclarar que vengo como Director del Banco de Previsión Social, 
soy representante de los jubilados y, de acuerdo con un decreto presidencial de Gobiernos anteriores, 
integro por el sector de los jubilados una Comisión consultiva entre el Banco y el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, que se dedica al tratamiento del tema de la 
vivienda para los jubilados. 


Si los señores Senadores me permiten, quisiera resumir la situación de la siguiente manera: 
existe, por ley, un aporte de los jubilados y pensionistas, del cual se ha utilizado una parte. 
Concretamente, en el primer período una parte del dinero fue a Rentas Generales y no la hemos 
podido recuperar; luego, hay un saldo de US$ 112:000.000 -de los cuales fuimos informados por el 
señor Presidente de la República- con el que se han construido hasta la fecha aproximadamente 5.600 
viviendas. El aporte es de los jubilados y pensionistas mientras que la demanda de vivienda la tiene 
que hacer el Banco de Previsión Social y la construcción, utilizando ese dinero y de acuerdo con lo que 
establece el Plan de Vivienda, la debe hacer el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente. 


Inicialmente, una vez construidas esas viviendas, eran administradas por el Banco de 
Previsión Social, hasta que en una Rendición de Cuentas -de hace cinco o seis años- se las derivó al 
Ministerio. Una de las preocupaciones de la Organización Nacional de Jubilados, compartida por el 
Banco de Previsión Social, es que la administración de viviendas vuelva al Banco. A este respecto 
hubo una serie de intercambios de opinión entre el Banco de Previsión Social, el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social -que es la autoridad jerárquica- y el Ministerio de Economía y Finanzas, en el 
intento de elevar un proyecto de ley por el que se restituyera al Banco la administración de las 
viviendas. 


Este proyecto fue elaborado a fines del año 2006 y, luego de una serie de periplos, fue 
firmado por el Consejo de Ministros y elevado el 14 de mayo de 2007, aunque no sé si en esta fecha se 
firmó o ingresó al Senado. Quiero leer dos o tres párrafos de la fundamentación, porque me parece que 
define nuestra preocupación. 


La exposición de motivos expresa: “Si bien el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente desarrolla otra serie de funciones que son similares a las de la administración y 
mantenimiento de viviendas, la política de soluciones habitacionales para jubilados y pensionistas 
requiere de un proceso de gestión que tenga una visión integral de la problemática de la población de 
adultos mayores y, especialmente, los de bajos ingresos. Esta visión escapa a las funciones y 
cometidos del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. En otros términos, las 
soluciones habitacionales son un componente de una política más amplia, dirigida a cubrir las 
necesidades de los adultos mayores. La división de competencias que existe hasta el momento entre el 
Banco de Previsión Social y el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
donde el primero gestiona un aspecto de la política social para adultos mayores, incluido el 
otorgamiento del beneficio habitacional, y el otro gestiona la construcción y administración de la 
infraestructura, ha demostrado las dificultades que se tiene para brindar una gestión integral. 
Precisamente, el proyecto de ley se propone a los efectos de rescatar la integralidad en la cobertura de 
las necesidades habitacionales de los adultos mayores y centrar la gestión en un solo organismo, que 
es precisamente el que tiene la responsabilidad institucional de una gestión integral en la materia”. 


Este es el proyecto que ahora está a estudio de esta Comisión y que nosotros queremos que 
se trate a la brevedad, sin pretender, naturalmente, urgir la actividad de esta Comisión y del Senado. 


El año pasado nosotros mantuvimos conversaciones -no entrevistas formales- con la 
Presidenta de la Comisión de aquel momento, quien nos planteó que una de las dificultades era que 
esta Comisión tenía en su carpeta el estudio de la Ley de Ordenamiento Territorial, que era una 
prioridad del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, y que hasta que ese 
proyecto de ley no fuera aprobado, no era posible estudiar nuestro tema. La información de que hoy 
disponemos es que ese proyecto fue aprobado en Comisión y en el Senado y ahora está a 
consideración de la Cámara de Representantes. Reitero que lo que nos preocupa es que el tratamiento 
de este proyecto de ley se realice lo más rápidamente posible. 


Quiero agregar otro elemento. 


Evidentemente, no es sencillo el proceso de administración que va a tener el Banco de 
Previsión Social. Nos llegaron versiones de que existía preocupación en el sentido de que esta tarea 
que tenía que llevar adelante el Banco de Previsión Social, creaba dificultades en el funcionamiento de 
este organismo. En lo personal, estoy de acuerdo con que este es un problema muy serio y muy difícil 
de resolver. 


En este sentido, la propia ley establece un plazo de 90 días -que no tiene por qué ir hasta el 
final- para el decreto reglamentario. Nosotros pensamos que se debe establecer un plazo para que la 
administración pase efectivamente del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente al Banco de Previsión Social. 


El año pasado, luego de que el proyecto de ley fuera firmado por el conjunto de los Ministros y 
elevado al Poder Legislativo, comenzó a funcionar una comisión espejo integrada por un grupo de 
funcionarios del Banco de Previsión Social, cuyo objetivo fue reunir los elementos necesarios para 
llevar adelante esta administración. De todos modos, avanzó poco como consecuencia de que el 
proyecto de ley no fue aprobado. 


Si me permiten, quisiera agregar otro elemento. El año pasado apareció un proyecto de 
cooperación técnica entre la ONU y la OPP que iba a ser asimilado por distintos organismos. Una parte 
de ese proyecto -denominado “Fortalecimiento institucional de la sociedad civil en la concreción de los 
derechos humanos vinculados al hábitat de los adultos mayores”- se refiere, concretamente, al Banco 
de Previsión Social. ¿Cuáles son sus objetivos? Señalo, entre otros: apoyar, articular y potenciar el 
derecho a las soluciones habitacionales de los adultos mayores más desprotegidos, favoreciendo la 
estructura y gestión para su implementación en el marco de los proyectos de creación de un Sistema 
Nacional de Atención al Adulto Mayor y de un Sistema de Protección Social; implementar, una vez 
aprobado por el Poder Legislativo, un proyecto de ley de administración de las viviendas de jubilados y 
pensionistas de bajos ingresos por parte del Banco del Previsión Social, creando la infraestructura 
necesaria a tales efectos. Este proyecto tiene un plazo de ejecución que va de 2008 a 2009 y su 
presupuesto es de US$ 300.000. 


En definitiva, dejaré al Presidente de la Comisión estos apuntes y, además, la llamada matriz 
del proyecto, que confieso que me cuesta mucho entender, en tanto tiene que ver con la propia forma 
de estructurarlo, sus plazos y términos. Incluso, vale señalar que este proyecto, basado en esta 
propuesta, ya fue elevado por el Banco de Previsión Social a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
para su estudio. En tal sentido, advierto que han transcurrido quince días y aún no hemos recibido 
respuesta, por lo que pensamos que no habrá objeciones, más allá de que no podemos asegurarlo. 


En consecuencia, este otro elemento refuerza nuestra solicitud para que esta Comisión y el 
Senado se expidan en el plazo más breve posible respecto de este proyecto de ley. 


Muchas gracias. 


SEÑOR BENTANCOR.- En realidad, conocemos el planteo de los compañeros jubilados desde hace 
muchísimo tiempo y sabemos de su legitimidad, tal como lo han manifestado quienes han expuesto 
aquí la defensa de una rápida resolución sobre una problemática que, ciertamente, se viene 
arrastrando de tiempo atrás. Para ser franco, nuestra fuerza política incorporó este tema en su 
programa, por lo cual va a apoyar la aceleración, dentro de los marcos posibles. Como se sabe, una 
cosa es lo justo y otra lo que se puede lograr. Creemos que en este punto podemos hacer el esfuerzo, 
porque indudablemente sobra justicia para el reclamo que se está haciendo. 


Hace aproximadamente nueves meses que este proyecto está a estudio y, posiblemente, ya 
sea el momento de que nazca una resolución. No creo que haya mayores dificultades para que esto 
pueda encaminarse, destrabando rápidamente una solución que, como digo, ha esperado durante 
largos años. 


Hoy tengo el honor de estar aquí en representación del Senador Arana, pero creo que es el 
día menos indicado, dado que fue precisamente él quien firmó el proyecto como Ministro de la época y, 
por tanto, conoce en profundidad el tema. De todas maneras, puedo adelantar que este asunto estará 
dentro de las prioridades que se fijen para este período. 


SEÑORA XAVIER.- Como bien dijo el Profesor Geza Stari este es un planteo que se ha realizado en 
forma directa hace ya un tiempo y, personalmente, quería aprovechar esta oportunidad para hacer una 
pregunta. 


Me parece que hay que separar claramente el tema de la administración, de lo que ha sido el 
destino de determinados dineros, antes de esta propuesta de regreso de la administración al Banco de 
Previsión Social. En su momento, cuando se le quitó la administración al Banco de Previsión Social, 
transfiriéndosela al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, la primera 
impresión que tuvimos fue que, más allá de la integralidad que se reclama para la política del Banco de 
Previsión Social, también se puede decir que el Ministerio -rector de las políticas de viviendas- debe 
tener la suficiente diversidad y especificidad como para otorgar una vivienda digna y adecuada para 
cada sector. Creo que ese no es el argumento que me pueda inclinar más hacia una u otra posición. 


Quisiera saber cuáles fueron las razones por las que esto fue transferido al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Hoy se está realizando un reclamo de una 
administración más directamente controlada por la ONAJPU que, eventualmente, podría ser un ámbito 
del propio Ministerio que tuviera una Comisión asesora -como tantas de las que tiene- ya que por ley, 
incluso, en el propio Ministerio hay muchos sectores sociales que aportan su visión para determinadas 
problemáticas que específicamente le competen a esa Cartera. 


Entonces, no sé si se exploraron otras posibilidades que no sea necesariamente transferir al 
Banco la administración de las viviendas, sacando esto de un ámbito que específicamente tiene la 
responsabilidad de brindar un hábitat adecuado para la población. 


Quisiera saber cuáles son las cuestiones que están en el fundamento de esta vuelta al lugar 
original; me queda claro que es a la administración. ¿Quedan otras tareas en el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente? 


SEÑOR STARI.- No tengo muy claros los fundamentos por los que esto fue transferido al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. La administración la ejercía el Banco Previsión 
Social a través de prestaciones sociales directas, pero no tenía capacidad para resolver; no había 
infraestructura para ello. A su vez, en el citado Ministerio tampoco había infraestructura, por lo que se 
contrató a empresas administradoras que realizan la tarea. 


Ahora el problema es el siguiente: cuando hay algún inconveniente en una vivienda, se le 
comunica al administrador, éste al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y, 
a su vez, éste lo informa al Banco de Previsión Social, que toma medidas, que deben recorrer el 
camino inverso. De alguna manera, la intermediación del Ministerio constituye otro paso que retrasa 


todo el proceso pues, en definitiva, extiende aún más la serie de trámites que el Banco de Previsión 
Social podría realizar en forma más rápida. 


Este proyecto de ley no obliga a que la administración sea llevada a cabo por el citado Banco 
en forma directa; es evidente que los contratos que se han realizado con las distintas administradoras 
no pueden ser cancelados de un día para el otro, y nuestro planteo no es que esta intermediación no 
se mantenga o cese de un día para el otro, sino que la idea es hacer una evaluación del proceso. 
Vamos a citar algunos ejemplos en esta materia. 


Por ser los jubilados personas de edad avanzada, permanentemente se están desocupando 
viviendas por fallecimiento, y consideramos que el trámite para readjudicar esas viviendas debe poder 
llevarse a cabo en la forma más rápida posible; incluso, planteamos como objetivo que ninguna casa 
quede desocupada durante más de un mes. Lógicamente, ante todo, la vivienda debe ser vaciada, 
pues pueden haber quedado muebles; en ese caso, los familiares deben presentarse a retirarlos, pero 
cuando esto último no sucede, comienza todo un proceso judicial que generalmente demora mucho 
tiempo. Por eso, estamos tratando de instrumentar mecanismos para que los muebles en cuestión 
puedan quedar en depósito, teniendo en cuenta el hecho de que las viviendas deben ser, por lo menos, 
pintadas, y en algunos casos también reparadas, lo que debe ser objeto de licitación por parte del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Creemos que en el área de 
Prestaciones Sociales debería haber atribuciones como para pedir -tratándose de un costo 
que actualmente no creo que sea mayor a $ 20.000- tres precios, solicitando rápidamente el arreglo a 
fin de la readjudicación. 


Por nuestra parte, pedimos la participación de los pasivos en una Comisión donde haya 
delegados de la Organización Nacional de Jubilados, a los efectos del control de las adjudicaciones. 
Esta cuestión está relacionada con todo lo que hemos señalado y ya está en conocimiento del Banco 
de Previsión Social. 


A su vez, solicitamos que haya mecanismos más ágiles, a fin de que estas 5.600 viviendas, 
más las 650 que están ya licitadas -por decirlo así- y cuya construcción se llevará a cabo durante los 
años 2008 y 2009, puedan ser adjudicadas rápidamente. Dada la situación que vivimos, uno siente que 
las viviendas tendrían que estar prontas ya mismo, pero es obvio que las cosas llevan su tiempo, más 
aún teniendo en cuenta que el proceso licitatorio es muy complejo. 


Todo esto seguirá estando en manos del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, que -podríamos decir- construye las viviendas en función de dos parámetros. Por un 
lado, lo hace de acuerdo con el Plan Nacional de Vivienda y la cantidad de viviendas que, dentro del 
mismo Plan, se adjudican a los jubilados. En este sentido, durante mucho tiempo nos hemos 
preguntado por qué, si los pasivos tenemos más de US$ 100:000.000 en un Fondo que está 
reconocido en el Fondo Nacional de Vivienda, esos recursos no son volcados a esta área. 
Aparentemente ello no sería posible, pues todo esto se enmarca dentro de un Plan y, de acuerdo con 
él, en el presente período se habrán de construir 650 viviendas. El otro parámetro en función del cual 
el Ministerio construye las viviendas es el del proceso de licitación que, como es sabido, lleva un 
determinado tiempo. 


Resumiendo, señalamos que no hacemos un cuestionamiento sobre la administración del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Incluso, llegamos a esta formulación 
elaborándola con las autoridades y asesores del propio Ministerio, como forma de lograr una solución a 
este tema. Naturalmente, un proyecto de ley como el que fuera redactado por un compañero en una 
primera instancia, donde se decía que la administración del Ministerio era un desastre y que por eso 
había que pasarla al Banco, resulta imposible de admitir por parte de nadie. Sin embargo, en esta 
nueva formulación, elaborada -reitero- por el equipo del propio Ministerio, se establece que no se trata 
de una incapacidad ni de que no se pueda cumplir con esa función, sin perjuicio de que, a nuestro 
entender, hay temas que son bien específicos. Nosotros tenemos que resolver problemas que son del 
propio Banco y que no siempre han sido bien resueltos. 


Necesitamos que los asistentes sociales hagan un trabajo relacionado con los administradores 
y con los habitantes de los complejos. Ahora bien, los administradores no dependen del Banco, sino del 


Ministerio. Además, tenemos situaciones diferentes. Por ejemplo, hay una administradora en 
Montevideo que ha ido al Banco a decir que quiere trabajar en forma coordinada, y gracias a ello 
tuvimos acceso -mediante internet- a los archivos de viviendas para saber quiénes son, dónde están, 
cuál es la situación y cuáles son los problemas. Es de destacar que en otros lados no accedemos a la 
información y es muy difícil conocer, a través de la administradora, qué es lo que está pasando en cada 
lugar. 


Lo que queremos es unificar todo eso en un solo organismo. Repito que ONAJPU es 
consciente de las dificultades y de la complejidad que esto creará, pero pensamos que se trata de un 
problema de crecimiento que tiene que ver con que la administración de más de 6.000 viviendas, 
distribuidas en más de 90 de complejos, más los 18 que se están construyendo por todo el país, no es 
algo sencillo. 


SEÑOR VILAR.- Pensamos que esta es la vía más rápida -tal como decía el Senador Bentancor- pues 
sobra justicia pero nos falta tiempo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial les agradece la visita, 
mediante la cual hemos tomado conocimiento de vuestra opinión. 


SEÑOR STARI.- Nosotros agradecemos la atención que se nos ha brindado. 


(Se retira de Sala la delegación de ONAJPU) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


